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a que las resoluciones judiciales firmes se ejecuten en
sus propios términos y, de otro, el respeto a su' firmeza
y a la intangibilidad de las situaciones jurídicas en ellas
declaradas, porque si la cosa juzgada material fuese des­
conocida, vendría a privarse de eficacia a lo que se deci­
dió con firmeza al cabo del proceso (SSTC 159/1987,
119/1988, 12/1989, 171/1991, 231/1991, entre
otras). Como claramente se expresó en la STC 231/1991
(fundamento jurídico 5.°) «el principio de inalterabilid¡¡d
de las resohJciones judiciales firmes '(. ..) constituye garan­
tía mediante la cual. el derecho a la tutela judicial. en
conexión con el principio de seguridad jurídica, consa­
grada en el art. 9.3 e.E.. asegura a las que son o han
sido partes en un proceso, que las resoluciones judiciales
dictadas en el mismo que hayan alcanzado firmeza no
serán alteradas o modificadas al margen de los cauces
legales previstos».

Según esa doctrina, el derecho a la ejecución de las
sentencias, garantizado por el art. 24.1 C.E., es única
y exclusivamente predicable de la sentencia que sea fir­
me, es decir, aquélla contra la cual no quepa recurso,
sea por su naturaleza, sea por consentimiento de las
partes, y ello presupone, de manera necesaria, que la
sentencia haya sido notificada con el debido cumplimien­
to de las garantías que la ley y la Constitución imponen
en protección del derecho fundamental. igualmente pro­
tegido por el arto 24.1 C.E., que tiene la parte perjudicada
por la sentencia para interponer contra ella los recursos
que legalmente vengan establecidos, puestb que sólo
una notificación que cumpla tal condición garantiza a
las partes la posibilidad de ejercer ese derecho cons­
titucional a los recursos.

En el caso presente, las resoluciones judiciales recurri­
das no anulan y dejan sin efecto una sentencia firme,
ni obstaculizan o impiden sin justa causa su ejecución,
sino que se limitan, dentro de un recurso interpuesto
en tiempo y forma a anular la notificación edictal de
la sentencia -y según es obligado, todas las actuaciones
posteriores-, después de comprobar que la notificación
de la sentencia de instancia fue realizada con incum­
plimiento por parte del órgano judicial de su deber de
no acudir a la notificación por edictos sin antes haber
practicado las diligencias que estaban a su alcance para
intentar que la notificación llegara al conocimiento efec­
tivo de la parte a la que se dirigía y, muy especialmente,
las que a tal fin impone el art. 27 L.P.L. de aplicación
al casó.

Hecha esa constatación por el Tribunal y comprobado
por el mismo que esa deficiente actividad notificatoria
produjo un resultado de indefensión material para la par­
te condenada, sin que, por parte de ésta, hubiese inter­
venido pasividad o negligencia, las resoluciones que se
impugnan contienen un detenido y muy completo aná­
lisis de la doctrina establecida por este Tribunal Cons­
titucional sobre las garantías que, desde el derecho a
la tutela judicial efectiva, son exigibles a los actos de
comunicación procesal y concluyen con la anulación de
la notificación para que se cumpla esas garantías y, por
tanto, no están impidiendo la ejecución de una sentencia
firme, sino que, respetando íntegramente la dictada por
el órgano de primera instancia, están restituyendo a una
de las partes en su derecho de defensa, que, la noti­
ficación anulada, había vulnerado.

Por otra parte,no es pertinente traer aquí a colación
la STC 185/1990, dictada en relación con el art. 240
L.O.P.J., puesto que, según dejamos razonado, no nos
hallamos ante la anulación o inejecución de una sen­
tencia firme como consecuencia de una vulneración
constitucional cometida en la sentencia misma o antes
de dictarse, que se acuerde fuera de los cauces pro­
éesales que el propio artículo contempla, sino del supues-

to de nulidad previsto en el arto 238.3 de la misma ley,
producido por un vicio constitucional posterior a la sen­
tencia que la parte alegó en el primer momento en que
tuvo conocimiento de él y que el Tribunal de apelación
declara en momento procesal ·oportuno y en defensa
de un derecho constitucional vulnerado, sin negar ni afec­
tar a los derechos de ejecución de la sentencia firme
ya su intangibilidad, que tendrá el demandante de ampa­
ro en el caso de que, con todas las garantías legales
y constitucionales, la sentencia cuya notificación se anula
llegue a adquirir la firmeza de la que carecía en el momen­
to de dictarse los Autos recurridos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por «J. J. Alba, S. A.»,
contra los Autos ,de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla-La Mancha,de 15 de
noviembre de 1991 y 17 de febrero de 1992, dictados
en los autos núm. 797/88 del Juzgado de lo Social
núm.1 de Albacete.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de julio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-José Gabaldóri López.-Julio Diego González Cam­
pos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

18253 Sala Segunda. Sentencia 199/1994, de 4 de
julio de 1994. Recurso de amparo
1.382/1992. Contra Auto de la Sala Primera
del Tribunal Supremo inadmitiendo recurso de
casación instado contra los Autos de la
Audiencia Provincial de León, relativos a la
liquidación, en trámite de ejecución, de la con­
dena contenida en una Sentencia extranjera.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: inadmisión motivada del
recurso de casa.ción instado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don José Gabaldón López, don Julio Diego
González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magis-
trados, ha pronunciado '

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.382/92, promovido
por «Exploración Minera Internacional. S. A.» (EXMINE­
SAl, representada por el Procurador de los Tribunales
don Antonio Rafael Rodríguez Muñoz y asistida por el
Letrado don Antonio Fernández Rodríguez, contra el



BOE núm. 185. Suplemento Jueves 4 agosto 1994 13

Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 27
de abril de 1992, inadmitiendo el recurso de casación
planteado contra los Autos de la AiJdiencia Provincial
de León de 4 de marzo y 8 de abril de 1991, relativos
a la liquidación, en trámite de ejecución. de la condena
contenida en una Sentencia extranjera. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal y ha sido parte la entidad Mount
Wright lron Mines Company Limited, representada por
el Procurador don Argimiro Vázquez Guillén y asistida
del Letrado don Felipe Ronda Zuloaga. Ha sido Ponente
el Magistrado don Julio Diego González Campos. quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
de Madrid, el 29 de mayo de 1992. y registrado en
este Tribunal el 1 de junio siguiente. don Antonio Rafael
Rodríguez Muñoz, Procurador de los Tribunales. en nom­
bre y representación de «Exploración Minera Internacio­
nal España. S.A. .. (EXMINESA), interpone recurso de
amparo contra el Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo, de 27 de abril de 1992. inadmitiendo el recur­
so de casación planteado contra los Autos de la Audien­
cia Provincial de León, de 4' de marzo y 8 de abril
de 1991. relativos a la liquidación, en trámite4 de eje­
cución. de la condena contenida en una Sentencia
extranjera.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son. sucintamente expuestos. los siguientes:

A) El 8 de julio de 1983. el Tribunal Supremo de
Ontario (Canadá) dictó Sentencia a favor de la entidad
Mount Wright lron Mines Co. Ltd, condenando. entre
otras. a la Sociedad demandante en amparo.

B) A instancia de Mount Wright lron Mines Co. Ltd,
la citada Sentencia fue reconocida en España por Auto
de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 3 de diciem­
bre de 1987, tras el correspondiente procedimiento de
exequatur.

C) Mount Wright lron Mines Co. Ltd instó poste­
riormente la ejecución forzosa de la Sentencia ante el
Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Ponferrada.
Dicho Juzgado fijó como cantidad líquida que debía ser
abonada por la demandante en amparo la suma de
304.631.870 pesetas. .

D) Contra las resoluciones liquidatorias se interpuso
recurso de apelación ante la Audiencia Provincial de
León, que fue desestimado por Autos de 4 de marzo
y 8 de abril de 1991 (aclaratorio éste del anterior).

E) Contra estos Autos planteó la demandante en
amparo recurso de casación, que se inadmitió por Auto
de 27 de abril de 1992, por considerar la Sala Primera
del Tribunal Supremo que las resoluciones impugnadas
no eran susceptibles de casación.

3. Contra dicho Auto se interpone recurso de ampa­
ro, interesando su nulidad. Estima la demandante que
la interpretación que en él se mantiene del art. 1.687
de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC.) es discrimina­
toria y vulnera el art. .24.1 C.E.. por restringir indebi­
damente el derecho al recurso. El Tribunal Supremo
declaró inadmisible el recurso de casación por entender
que las resoluciones recurridas no tenían acceso al mis­
mo, debido a que el arto 1.687.2 L.E.C., al referirse a
la fase de ejecución, se pronuncia a favor del recurso
para los Autos dictados en apelación únicamente cuando
se refieran a la ejecución de Sentencias recilídas en los
juicios declarativos ordinarios de mayor y menor cuantía

españoles. sin que quepa una interpretación extensiva
para los dimanados de un procedimiento de ejecución
en España de una Sentencia extranjera.

4. Mediante providencia de 19 de octubre de 1992,
la Sección Tercera de este Tribunal acordó abrir el inci­
dente previsto en el art. 50.3 LOTC, concediendo a la
demandante en amparo y al Ministerio Fiscal un plazo
común de diez días para que formulasen alegaciones
sobre la eventual carencia de contenido constitucional
de la demanda. Dicho trámite fue evacuado por el Minis­
terio Fiscal mediante escrito registrado ellO de noviem­
bre de 1992, en que se mantenía la falta de contenido
constitucional de la demanda y se solicitaba la inad­
misión de la misma. La parte demandante formuló sus
alegaciones el 11 de noviembre de 1992, pidiendo la
admisión a trámite del recurso de amparo.

5. El recurso de amparo fue admitido a trámite por
providencia de la Sécción Tercera, de 1 de diciembre
de 1992, en la que se acordaba además. por aplicación
de lo dispuesto en el arto 51 LOTC. requerir a la Sala
Primera del Tribunal Supremo para que remitiera tes­
timonio de las actuaciones, con emplazamiento de los
que fueron parte en el procedimiento para su perso­
nación en el proceso constitucional.

6. Por providencia de 28 de enero de 1993, se tuvo
por personado y parte a don Argimiro Vázquez Guillén,
en nombre y representación de Mount Weight lron Mines
CO. Ltd, que había presentado escrito solicitándolo el
31 de diciembre de 1992. En la misma resolución se
concedía a las partes y al Ministerio Fiscal un plazo
común de veinte días para presentar las alegaciones
oportunas.

7. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
24 de febrero de 1993, el Ministerio Fiscal formuló ale­
gaciones. interesando que se dictara Sentencia deses­
timatoria del recurso de amparo. por no vulnerar la reso­
lución recurrida el derecho fundamental consagrado en
el art. 24.1 C.E.

Se afirma en dicho escrito que la ley ha establecido
cuáles son los procesos que tienen acceso al recurso
de casación y que la exclusión de las resoluciones dic­
tadas en la ejecución de las Sentencias extranjenis
homologadas no vulnera el principio de igualdad, ya que
el Legislador también veda el acceso a las resoluciones
dictadas en la ejecución de las Sentencias españolas
que no son consecuencia de un proceso de mayor o
menor cuantía. por lo que no existe discriminación algu­
na respecto a las Sentencias extranjeras por el hecho
de serlo.

Alega igualmente el Ministerio Fiscal que la exclusión
del acceso al recurso de casación de las resoluciones
dictadas en ejecución de Sentencias dimanantes de un
proceso que no sea de mayor o menor c"uantía tiene
un fundamento racional y ponderado. consistente no sólo
en un límite objetivo de cuantía. como afirma la deman­
dante en amparo. sino también en la naturaleza, carácter,
entidad de la pretensión y exigencias de la tramitación
que configuran I,as diferentes clases de procesos. ,

Sostiene esta parte que. si el Legi'slador hubiera que­
rido que las resoluciones adoptadas en ejecución de Sen­
tencias extranjeras pudieran ser susceptibles de casa­
ción. lo hubiera establecido expresamente. bien inclu­
yéndolas entre las resoluciones que pueden ser objeto
de dicho medio de impugnación. bien equiparando las
Sentencias extranjeras a las dictildas en procesos de
mayor y menor cuantía. La circunstancia de que no lo
haya hecho así supone que su voluntad es contraria a
esta posibilidad, por lo que no cabe interpretar esta nor-
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mativa yendo más allá de esta voluntad. dado el carácter
extraordinario de este recurso.

En base a todo ello. concluye el Ministerio Fiscal que
la resolución impugnada no vulnera el derecho a la tutela
judicial efectiva. puesto que el Tribunal Supremo inter­
preta la norma de .manera razonada y fundada, sin for­
malismos ni rigores excesivos, y deniega el acceso al
recurso de casación por una causa legal debidamente
aplicada.

8. Mediante escrito registrado el 26 de febrero
de 1993, la representación procesal de Mount Wright
Iron Mines Ca. Ltd. formuló alegaciones. solicitando la
desestimación del recurso de amparo. Mantiene esta
parte que, según la jurisprudencia cons.titucional. la vul­
neración del art. 24.1 e.E. en esta materia sólo concurre
en los casos en que la inadmisión" de un recurso se
acuerda en contradicción con la norma legal o en base
al incumplimiento de exigencias formales que merezcan
la consideración de irracionales o no justificadas. Desde
su punto de vista. el Tribunal Supremo razona impe­
cablemente la inadmisión del recurso, que acuerda por
no comprenderse la resolución, cuya casación se pre­
tende. e'n ninguno de los apartados del arto 1.687.1
L.E.e., ni estar expresamente admitida por la Ley
(art. 1.687.4). Es decir, concurre una causa legal para
la inadmisión. cuya aplicación e interpretación es facul­
tad exclusiva del Tribunal Supremo, sin que pueda cali­
ficarse de irracional o injustificada la aplicación del pre­
cepto realizada en el presente caso.

Se sostiene. por último. en el escrito de alegaciones
de Mount Wright Iron Mines Ca. Ud. que la pretensión
de la demandante en amparo de que se interprete el
arto 1.687 en el sentido de que puede incluir. por ana­
logía, Sentencias extranjeras no es admisible, porque
esta supuesta "interpreta'ción» estaría en contradicción
con el tenor literal del precepto.

9. La representación .procesal de la entidad
recurrente. mediante escrito registrado con fecha 26 de
febrero de 1993. solicita que se estime su demanda
de amparo. completando su argumentación tendente a
demostrar la vulneración del arto 24.1 C.E. por parte de
la resolución impugnada. Así se afirma. en primer lugar.
que las normas relativas a las resoluciones susceptibles
dé recurso deben interpretarse. de acuerdo con la juris­
prudencia de este Tribunal. del modo más favorable a
la efectividad del derecho fundamental a la tutela judicial.
Se recuerda a continuación que. antes de la reforma
de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1984. era claramente
admisible el recurso de casación en supuestos como
el presente y se afirma que su desaparición de la lista
de resoluciones susceptibles de este recurso fue fruto
de un error sistemático y no el resultado de una voluntad
deliberada del Legislador. como se desprende de la Expo­
sición de Motivos. De todo ello deduce esta parte, que
la voluntad real del Legislador es que solamente accedan
a casación aquellos juicios de naturaleza declarativa y
en los cuales el valor económico de lo discutido exceda
de una cierta cuantía, siendo intrascendente el nomi­
nalismo empleado o que el juicio se haya seguido en
España o en el extra.njero.

10. Solicitado el recibimiento a prueba del recurso
por la representación de Mount Wright lron Mines Ca.
Ud.. por otrosí de su escrito de alegaciones la Sección
Tercera por providencia de 4 de marzo de 1993. acordó
requerir a la parte demandada para que manifestase,
dentro de un plazo de, diez días. 'qué medios de prueba
intenta recabar y la finalidad de los mismos. Mediante
escrito registrado en este Tribunal el siguiente 1 de abril.
la requerida renunció a lo solicitado y la Sección Tercera

por providencia de 15 de abril de 1993. acordó incor­
porar a las actuaciones dicho escrito y declarar los autos
conclusos para Sentencia para cuando por turno corrés­
panda.

11. Por providencia de 30 de junio de 1994, se
señaló para deliberación y fallo de la presente Sentencia
el 4 de julio siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. La queja de la entidad recurrente se dirige contra
el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 27
de abril de 1992. por el que se inadmitió el recurso
de casación planteado por dicha entidad contra los Autos
de la Audiencia Provincial de León de 4 de marzo y
8 de abril de 1991. relativos a la liquidación. en trámite
de ejecución. de la condena contenida en Sentencia dic­
tada por Tribunal extranjero. por estimar que la reso­
lución aquí impugnada vulnera su derecho a la tutela
judicial efectiva, reconocido por el art. 24.1 C.E., en su
dimensión de acceso a los recursos.

2. Este Tribunal ha declarado reiteradamente que
el dere\i,ho a la tutela judicial efectiva reconocido por
el art. 24.1 C.E. incluye el derecho a los recursos esta­
blecidos por la ley (SSTC 54/1984 y 23/1992. entre
otras). si bien corresponde al Legislador un amplio mar·
gen de configuración llegado el momento de establecer
el sistema de recursos contra las resoluciones judiciales,
salvo en lo que respecta a la doble instancia en el orden
penal. así como para determinar los supuestos en los
que procede cada uno de ellos y los requisitos que han
de cumplirse en su formalización (SSTC 57/1985.
160/1993 y 294/1993, entre otras muchas). Asimismo,
se ha declarado que son los Juzgados y Tribunales de
la jurisdicción ordinaria los exclusivamente competentes
para apreciar la procedencia de los recursos que se pre­
tendan interponer y el cumplimiento de los requisitos
materiales y formales exigidos para su admisión, pues
ello forma parte del ejercicio de la función jurisdiccional
(art. 117.3 CE) y es este un tema de orden público
procesal (STC 113/1990).

Ciertamente. este Tribunal ha afirmado en diversas
ocasiones que los órganos jurisdiccionales han de inter­
pretar la legalidad en el sentido más favorable a los
derechos fundamentales y. en concreto, a la efectividad
de la tutela judicial (SSTC 164/1986, 118/1987 y
157/1991), por lo que han de prescindir de formalismos
susceptibles de enervar este derecho constitucional y
privar a una parte del acceso a un recurso. Sin embargo,
también hemos subrayado que la interpretación de las
normas procesales en el sentido más favorable a la efec­
tividad del derecho fundamental. principio que aun
debiendo guiar su interpretación no está exento de lími­
tes en cuanto canon de constitucionalidad ya que. de
un lado. "presupone necesariamente que la norma apli­
cada permita otra interpretación alternativa a la elegida
por el órgano judicial» (SSTC 32/1989 y 113/1990),
pues en otro caso no se estaría protegiendo el derecho
constitucional. sino confiriendo a las leyes un significado
y alcance, que las propias leyes no tienen ni consienten
(SSTC 1/1989 y 65/1989). De otro lado, aun existiendo
tal presupuesto, ya se ha dicho que cuando la inter­
pretación efectuada por el juzgador es razonable no cabe
que pueda ser sustituida por otra que resulte más favo­
rable a la efectividad del derecho constitucional (STC
113/1990), límite que posee una especial relevancia
en esta sede constitucional.

En efecto, el art. 24.1 C.E. no ampara el acierto de
las resoluciones judiciales en la aplicación de las leyes,
cuyo control corresponde al propio sistema de recursos
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judiciales (SSTC 50/1988, 256/1988 Y 210/1991).
Y como ha declarado recientemente el Pleno de este
Tribunal, tras recordar lo anterior, si la selección e inter­
pretación de la norma aplicable al caso pertenece al
ámbito de la función jurisdiccional, el posible error judi­
cial en la interpretación y aplicación de la norma o la
eventual infracción de la ley o de la doctrina legal por
el juzgador sólo pueden adquirir relieve constitucional.
por entrañar una vulneración de la garantía. que el
art. 24.1 C.E. establece, cuando la decisión judicial sea
manifiestamente irrazonable o arbitraria (STC
148/1994, fundamento jurídico 4.°). De lo que clara­
mente se desprende, en lo que respecta al derecho cons­
titucional a los recursos, que a este Tribunal sólo le
corresponde fiscalizar si la resolución del órgano judicial
que ha denegado el acceso al recurso carece de toda
motivación (SSTC 133/1989 y 18/1990, entre otras),
se ha basado en una causa legal manifiestamente inexis­
tente (SSTC 68/1983 Y 192/1992, entre otras), ha des­
conocido arbitrariamente uno de los presupuestos o
requisitos legales para el acceso al recurso (SSTC
43/1984,140/1985, en relación con el proceso) o, en
términos más generales, si ha llevado a cabo una inter­
pretación y aplicación de alguna de las causas de inad­
misión legalmente previstas que es manifiestamente irra­
zonable en sus fundamentos o arbitraria en sus resul­
tados.

3. A la luz de la anterior doctrina habrá de exa­
minarse el presente supuesto, aunque para fijar con cla­
ridad el contenido y alcance de la queja formulada en
la demanda de amparo es preciso poner de relieve, con
carácter previo, dos ey.tremos que aquí son relevantes:

A) En primer luqar, ha de tenerse en cuenta que
la resolución impugnada ha recaído en l¡n procedimiento
relativo a la ejecuci6n de la Sentencia dictada por un
Tribunal extranjero, en la que se condenó a la entidad
demandante de amparo al abono de ciertas cantidades.
Por ello, cuando al amparo del principio de cooperación
se trata de reconocer en España la resolución judicial
dictada en otro Estado, para que dicha resolución pueda
producir efectos jurídicos en el nuestro es preciso que
se cumplan los requisitos o presupuestos previstos con
carácter general en la ley española (arts. 951 a 954
L.E.C.) o específicamente en un tratado internacional.
a los que el Legislador subordina, en el ejercicio de su
soberanía, la concesión del exequatur (SSTC 98/1984,
54/1988 Y 132/1991). Sin embargo, una vez otorgado
éste, como ha ocurrido en el presente caso, la ulterior
ejecución de la Sentencia extranjera por parte de los
órganos judiciales españoles ha de seguir los cauces
procesales establecidos en nuestro ordenamiento
(art. 958, párrafo 2.°, LEC.), incluidos los medios de
ejecución y el sistema de recursos existente en esta
materia.

B) Sentado lo anterior, ha de señalarse, en segundo
término, que la resolución impugnada en este proceso
constitucional. el Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo de 27 de abril de 1992, basó la inadmisión
del recurso de casación interpuesto por la entidad
recurrente en el art. 1.687, núm. 2.° en relación con
el núm. 1.° L.E.C.; afirmando que dicho precepto sólo
admite el recurso de casación frente a los Autos dictados
en apelación cuando se refieran a la ejecución de Sen­
tencias recaídas en los juicios declarativos ordinarios de
mayor y menor cuantía. Lo que excluye, a juicio de la
Sala, que pueda llevarse a cabo una interpretación exten­
siva del mencionado precepto, dado que conforme a
lo dispuesto en su núm. 2.°, en el ámbito del recurso
de casación no tienen cabida ni otras Sentencias que

las recaldas en los juicios declarativos mencionados ni
tampoco, evidentemente, los Autos dimanados de un
procedimiento de ejecución en España de una Sentencia
extranjera.

Pues bien, frente a esta interpretación del art. 1.687,
núm. 2.°, L.E.C., la demandante de amparo entiende que
no es razonable, por haber partido de una injustificada
discriminación entre los juicios seguidos en España y
los seguidos en el extranjero y conducir en su resultado
a una evidente limitación de la plena eficacia del derecho
a la tutela judicial efectiva reconocido en el art. 24.1
C.E., en su dimensión de acceso a los recursos. A cuyo
fin se sostiene por la recurrente que, si bien la norma
citada se refiere literalmente a las Sentencias recaídas
en ,<los juicios declarativos ordinarios de mayor y en
los de menor cuantía», cabe interpretar que la voluntad
del Legislador no es la de restringir el acceso al recurso
de casación cuando el juicio se denomine literalmente
«mayor cuantía» o «menor cuantía», sino la de limitarlo
a aquellos supuestos en los cuales el proceso tenga natu­
raleza declarativa ordinaria y en los cuales el valor eco­
nómico de lo debatido exceda de determinada cantidad.
Interpretación que se juzga más conforme con el con­
tenido del derecho constitucional vulnerado, ya que per­
mite que los Autos dictados en apelación en los pro­
cedimientos de ejecución en España de Sentencias
extranjeras tengan acceso a la casación, siempre que
las Sentencias dimanen de un proceso de naturaleza
declarativa ordinaria y en el. que el valor de lo discutido
exceda del límite cuantitativo fijado en dicho precepto.

4. De lo anterior se de·sprende claramente que el
órgano jurisdiccional ha aplicado una causa de inadmi­
sión legalmente prevista y ha motivado su decisión con
base tanto en una interpretación literal del precepto apli­
cado como en la misma finalidad del recurso de casación.
Mientras que la entidad ahora recurrente trata de fun­
damentar la solicitud de amparo a partir de una inter­
pretación teleológica del mismo precepto que se apoya
en .el hecho de haberse seguido el previo proceso en
otro Estado y según lo previsto en el ordenamiento
extranjero; por lo que en la mayor parte de supuestos
de ejecución de una Sentencia extranjera es posible que
dicho proceso no se acomode ni en su denominación
ni en su contenido a los cauces procesales previstos
por el Legislador español.

A la luz de la doctrina que antes se ha expuesto.
es evidente que este Tribunal no puede resolver sobre
el acierto de la interpretación que ha llevado a cabo
el órgano judicial, pues la misma pertenece indudable­
mente al ámbito de la legalidad ordinaria. Ni tampoco
v\lrificar, como pretende la recurrente, si la interpretación
que ella propone de la legalidad es más favorable al
derecho fundamental que invoca, como se dijo antes,
pues la resolución judicial aquí impugnada no es mani­
fiestamente irrazonable o arbitraria, al haber aplicado
el órgano judicial de forma motivada una causa de inad­
misión del recurso de casación que se halla legalmente
prevista. Por lo que cabe apreciar que la queja de la
entidad recurrente carece de relieve constitucional a los
fines del derecho reconocido por el arto 24.1 C.E.

5. En definitiva, el Auto de la Sala Primera del Tri­
bunal Supremo de 27 de abril de 1992, que inadmitió
el recurso de casación planteado por «Exploración Mine­
ra Internacional. S. A.», no ha vulnerado el derecho que
el art. 24.1 reconoce, en su dimensión de derecho a
los recursos. Y ello ha de conducir necesariamente a
la desestimación del amparo solicitado por dicho entidad.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el ceBoletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de julio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-José Gabaldón López.-Julio Diego González Cam­
pos.-Garles Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

18254 Sala Segunda. Sentencia 200/1994, de 4 de
julio de 1994. Recurso de amparo
1.004/1993. Contra Auto de la Sala Primera
del Tribunal Supremo. por el que se inadmite
recurso de casación contra Sentencia de la
Audiencia Provincial de Madrid. resolutoria de
recurso de apelación promovido contra la dic­
tada por el Juzgado de Primera Instancia núm.
46 de esa capital, en autos de procedimiento
especial de la Ley de Arrendamientos Urba­
nos. Supuesta vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva:. inadmisión motivada
del recurso de casación intentado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil, don José Gabaldón López, don Julio Diego
González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magis­
trados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.004/93; promovido
por doña Victoria Brualla Gómez de la Torre, represen­
tada por el Procurador de los Tribunales don Enrique
de Antonio Viscort y asistida del Letrado don Juan C.
Nuevo Cuadrillero. contra Auto de la Sala Primera del
Tribunal Supremo. de 4 de marzo de 1993, por el que
se inadmite recurso de casación (núm. 1.472/92) contra
Sentencia de la Sección Vigésima de la Audiencia Pro­
vincial de Madrid de 7 de febrero de 1992, resolutoria
de recurso de apelación (rollo núm. 162/91) promovido
contra la dictada por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 46 de esa capital en autos de procedimiento espe­
cial de la Ley de Arrendamientos Urbanos
núm. 1.155/90. Ha sido parte la Hermandad Nacional
de Previsión Social de Arquitectos Superiores, represen­
tada por la Procuradora doña Ana Prieto Lara-Barahonda
y asistida de Letrado. Ha comparecido el Ministerio Fiscal
y ha sido Ponente el Magistrado don Julio Diego Gon­
zález Campos, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 1 de
abril de 1993, don Enrique de Antonio Viscort, Procu-

radar de los Tribunales y de doña Victoria Brualla Gómez
de la Torre. interpone recurso de amparo contra el Auto
de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 4 de marzo
de 1993, por el que se inadmite el recurso de casación
(núm. 1.472/92) intentado contra la Sentencia de la
Sección Vigésima de la Audiencia Provincial de Madrid
de 7 de febrero de 1992, en apelación (rollo
núm. 162/91) contra la dictada por el Juzgado de Pri­
mera Instancia núm. 46 de esa capital en los autos de
procedimillnto especial de la Ley de Arrendamientos
Urbanos (L.A.U.) núm. 1.155/90.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos. los que siguen:

A) Mediante escrito de 3 de marzo de 1992, la hoy
recurrente solicitó a la Sección Vigésima de la Audiencia
Provincial de Madrid que tuviera por preparado recurso
de casación contra su Sentencia de 7 de febrero
de 1992 (rollo de apelación núm. 162/91). El recurso
de casación se tuvo por preparado el 26 de marzo de
1992, emplazándose a las partes para su comparecencia
ante la Sala Primera del Tribunal Supremo dentro del
término de cuarenta días.

B) El recurso de casación se interpuso el 22 de mayo
de 1992.

C) Por Auto de 4 de marzo de 1993, la Sala Primera
del Tribunal Supremo acordó la inadmisión del recurso.
dado que con anterioridad a su interposición había entra­
do en vigor la Ley 10/1992. de Medidas Urgentes de
Reforma Procesal (ceBoletin Oficial del Estado» de 5 de
mayo y entrada en vigor al día siguiente), cuyas nove­
dades en materia de cuantías para recurrir en casación
eran aplicables al recurso de autos (por obra de su dis­
posición transitoria segunda), siendo así que. con arreglo
al nuevo régimen (art. 1.710.1. 2.", L.E.C. y art. 135
L.A.U.) el asunto debatido no alcanzaba la cuantía reque­
rida (1.000.000 de pesetas).

3. Se interpone recurso de amparo contra el Auto
de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 4 de marzo
de 1993 (recurso núm. 1.472/92). interesando su nuli­
dad y la retroacción de lo actuado al momento anterior
a su dictado con el fin de que se proceda a la admisión
del recurso de casación. Subsidiariamente, se solicita
la nulidad de la condena en costas impuesta en el Auto
recurrido. Asimismo, se interesa la suspensión de la eje­
cución de la resolución impugnada.

Se alega infracción del art. 24.1 C.E.
Entiende la demandante que el Tribunal Supremo ha

interpretado la disposición transitoria segunda de la Ley
10/1992 de manera restrictiva y, por ello, contraria al
principio pro actione. A su juicio, y dado que la citada
disposición establece que ceen los recursos de casación
en trámite, en los que no se hubiere resuelto sobre su
admisión, la Sala (... ) podrá inadmitir el recurso» por los
motivos señalados en el nuevo arto 1.710 L.E.C., el Tri­
bunal Supremo no está obligado a rechazar los recursos
aún no admitidos al entrar en vigor la Ley 10/1992,
sino que, permitiéndole la citada disposición modular
razonablemente los efectos en el tiempo de la reforma,
lo razonable -y compatible con el principio pro actione­
sería tomar como término de referencia la totalidad del
plazo concedido para la interposición del recurso de casa­
ción y no estrictamente la fecha en la que el recurso
se interpone.

4. Mediante providencia de 5 de julio de 1993, la
Sección Cuarta de este Tribunal acordó admitir a trámite
la demanda de amparo y dirigir comunicación a la Sala
Primera del Tribunal Supremo y a la Sección Vigésima


